Exposición de Claudia Cárdenas Aravena, Profesora U. De Chile
Santiago, 10 de septiembre de 2018

Buenos días
Agradezco la oportunidad de exponer a los Diputados y Diputadas que integran esta Honorable Comisión encargada de informar acerca de la procedencia de la acusación constitucional contra los Magistrados de la Corte Suprema, señores Hugo Dolmestch, Manuel Valderrama y Carlos Künsemüller; y espero poder contribuir a su quehacer aportando claridad, en particular, sobre los aspectos de la acusación en los que es relevante conocer el derecho penal internacional, que es el área de mi especialidad.

El tiempo que tengo para exponer lo quiero emplear sobre todo en un asunto crucial para la delicada labor que tienen a su cargo. Esto sin perjuicio de quedar luego disponible para todas las consultas que estimen pertinente realizarme.

El asunto en el que me quiero centrar es el siguiente: al estudiar la acusación, se advierte que su lógica interna trata la conducta de los Ministros acusados como un actuar contrario a derecho, del mismo modo en el que es contrario a derecho el declarar la prescripción de crímenes de lesa humanidad, o aplicar el Decreto Ley de amnistía a crímenes de lesa humanidad, lo que impediría una condena penal de los responsables. Estas dos últimas son conductas que han acarreado la responsabilidad internacional del Estado de Chile en el fundamental caso Almonacid Arellano vs. Chile ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del año 2006. Es más, en un apartado de la acusación (página 76 primer párrafo) se relaciona expresamente la conducta de los Ministros al otorgar las libertades condicionales con la aplicación de la prescripción o de la amnistía para crímenes de lesa humanidad, señalando que lo uno daría pie a lo otro. 
Lo que me gustaría poder explicar claramente es que a esa lógica interna de la acusación  le falta distinguir un aspecto que es determinante para lo que hay que decidir aquí. Ese aspecto consiste en que mientras respecto de la prescripción y la aplicación de derecho interno que impida una condena penal el derecho internacional provee reglas, vale decir, mandatos o prohibiciones directas de actuación; para los asuntos resueltos en los casos en los que se basa la acusación, en cambio,  el derecho internacional no da reglas, sino principios y criterios, que solo mediante un ejercicio de interpretación, dan lugar a reglas aplicables en casos concretos.

Así, de acuerdo a la regla sobre prescripción, los crímenes contra el derecho internacional no prescriben (de hecho, el derecho internacional nunca ha previsto ningún plazo de prescripción que pudiera aplicarse para extinguir la responsabilidad penal por estas conductas, cuya punibilidad arranca del derecho internacional). Como consecuencia de ello, cualquier resolución que declare prescrita la responsabilidad por ellos es contraria a derecho, sin más. 

Algo análogo ocurre con la aplicación de legislación nacional sobre amnistía para conductas constitutivas crímenes de lesa humanidad. Existen deberes jurídicos para los Estados en cuyo territorio se cometieron los crímenes (y eventualmente para aquellos donde se encuentre una persona imputada); que consisten en investigar, perseguir, y -en caso de encontrar culpables- imponer un castigo por estos delitos. Por lo mismo, no hay manera en que el Estado pueda, lícitamente, aplicar disposiciones de su derecho interno que impidan cumplir estos deberes. Si las aplica, actúa llanamente contra derecho.
Pues bien, una diferencia jurídica relevante entre esos supuestos y el que nos ocupa hoy; es que para asuntos como la forma de cumplir una pena privativa de libertad por crímenes de lesa humanidad (que es lo que se discute en este caso) e incluso en cuanto a la duración de la pena para crímenes de lesa humanidad (que es un asunto distinto, pero que la acusación relaciona), el derecho internacional no da reglas, sino que lo que entrega son principios y criterios. Esos criterios son los que en el sistema chileno corresponde ponderar al tribunal para llegar a una regla particular que aplique a su decisión. Si los poderes colegisladores estiman de justicia excluir algunos resultados posibles de esa ponderación, pueden hacerlo legítimamente, legislando sobre el particular, pues lo que prima en el derecho internacional en estas materias es una cierta deferencia al derecho nacional, con el solo límite –en cuanto a la forma de cumplir la pena privativa de libertad- de se apliquen las normas generalmente aceptadas sobre el tratamiento de los reclusos, y que no se les dé un trato ni más ni menos favorable que el aplicado a los reclusos condenados por delitos similares en el Estado de ejecución. 
En suma, en estos asuntos el derecho internacional no ha llegado a llegado a un acuerdo sobre reglas, por la gran disparidad de criterios nacionales existente, y en materia de cumplimiento de penas, el principio más relevante es que el modo de cumplir la pena privativa de libertad se rige por el derecho de cada Estado, con las solas limitaciones del cumplimiento de normas generales sobre tratamiento de reclusos. Esto es así no solo cuando el derecho penal internacional es aplicado por los Estados, como en el caso que nos convoca, sino incluso cuando es la Corte Penal Internacional la que condena como culpables a personas por crímenes de lesa humanidad.
Así, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (1998), que crea un tribunal para conocer de los casos más graves a nivel global de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y delito de agresión, en su art. 106 Nº2 dispone que “[l]as condiciones de reclusión se regirán por la legislación del Estado de ejecución y se ajustarán a las normas generalmente aceptadas de las convenciones internacionales sobre el tratamiento de los reclusos; en todo caso, no serán ni más ni menos favorables que las aplicadas a los reclusos condenados por delitos similares en el Estado de ejecución.”  El mismo principio -que las condiciones de reclusión se regirán por la legislación del Estado de ejecución- ha informado los Estatutos de los tribunales creados para juzgar los crímenes más graves contra el derecho internacional durante las últimas décadas, como se constata al revisar el art. 27 del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, establecido para juzgar los crímenes cometidos durante la guerra de los Balcanes (1993-2017); lo mismo que el art. 26 del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, establecido para juzgar los crímenes cometidos durante la cruenta masacre sufrida por la etnia tutsi en abril de 1994 (1994-2015)
; y el art. 22 pfo. 2 del Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, creado para conocer de los crímenes cometidos durante la guerra civil en Sierra Leona entre 1999 y 2002 (2000-2013).

Ahora bien, como esta normativa penal internacional invariablemente se refiere a “condiciones de reclusión” (que son las que se rigen por la legislación del Estado de ejecución), podría dudarse respecto de si faculta a los Estados a que apliquen disposiciones de su derecho interno que prevean, como parte de las condiciones de cumplimiento de una pena de reclusión, que esta se cumpla fuera de recintos penitenciarios. Sobre eso nos dan luces las Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional, en particular la regla 211 Nº2, sobre cumplimiento de la sentencia, según la cual “[c]uando una persona condenada tiene derecho a acogerse a un programa o beneficio carcelario aplicable conforme a la ley interna del Estado de encarcelamiento, que lleve consigo el desarrollo de actividades fuera del recinto de la prisión, el Estado de ejecución comunicará este hecho a la Presidencia junto con cualquiera otra información u observación relevante, a fin de que la Corte pueda ejercer su función supervisora”. Esta regulación confirma que, no está prohibida, sino que se prevé expresamente la posibilidad de que personas condenadas a penas privativas de libertad por crímenes de lesa humanidad obtengan beneficios que lleven consigo el desarrollo de actividades fuera del recinto de la prisión, si es que esto está previsto en la legislación del Estado en el cual cumplen su condena.
A una conclusión análoga nos llevan las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de Naciones Unidas que se aplican también a personas condenadas por crímenes de lesa humanidad, cuya regla 60 Nº2 prevé como posibilidad de “tratamiento de los reclusos” el que antes del término de la ejecución de una pena se otorgue una libertad condicional. 
 

Todavía en el ámbito de los estándares internacionales, ya que en el presente asunto las personas a las que se les otorgó la libertad condicional están cumpliendo condena por secuestros calificados como crímenes de lesa humanidad de desaparición forzada de personas, es interesante revisar también lo que sobre el punto dice el Informe sobre Chile del Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias (GTDFI), datado el 29 de enero de 2013
. Su pfo. 32 señala que: “Varias de las personas condenadas por desapariciones forzadas han recibido beneficios y privilegios tales como la […] libertad condicional […]. Si bien el GTDFI considera que todas las personas condenadas por desaparición forzada tienen los mismos derechos de la población condenada en general, hay tres elementos indispensables que deben considerarse. Por un lado debe existir un debido control judicial de la concesión de cualquier tipo de beneficio. Además, debe considerarse la especial gravedad del delito al momento de evaluar la concesión de estos beneficios. Finalmente, debe existir un proceso transparente y que asegure la debida información pública acerca de los criterios utilizados para la concesión de estos beneficios y los motivos particulares de la concesión en cada caso concreto. […].

Una vez más, en este texto -que se refiere específicamente a la libertad condicional por desaparición forzada de personas en Chile- se nota la ausencia de una regla de prohibición. Mas bien, se entregan criterios a considerar.
Lo que ha sucedido en los casos en los que se basa la acusación es que los Ministros han interpretado los criterios del derecho internacional de acuerdo a su parecer jurídico y considerando el derecho nacional, que es lo que -como jueces de la República- les corresponde hacer. Por cierto, al tratarse de la interpretación de criterios, puede defenderse una interpretación distinta de aquella a la que arribaron los Ministros, pero lo que quiero recalcar es que la discusión se mueve en un plano distinto del de la contravención de reglas del derecho.

Con esta explicación no quiero dejar la impresión de que no comparto la indignación por los bolsones de impunidad que persisten en Chile. Que a 45 años del golpe militar el país no tenga información clara del destino de detenidos desaparecidos, no haya condenas por sistemas de maltrato como el que operó en Colonia Dignidad, haya respuesta penal solo marginal para la responsabilidad de los civiles de la dictadura cívico-militar, haya responsabilidad solo marginal para la violencia sexual que el mismo Estado reconoce que sistemáticamente amparó, es profundamente indignante, que debe llamar a la acción decidida, seria y urgente de todos los poderes del Estado. Pero lo que corresponde distinguir aquí es que esa situación indignante del juicio jurídico sobre las resoluciones en las que se basa la acusación. Podrá entenderse, con razón, que esas resoluciones no se dan en un vacío, sino que en procesos con una historia, que a su vez es parte de la historia del país. Sin embargo, a esta Honorable Comisión no le corresponde juzgar de todo eso, sino si procede esta acusación por notable abandono de deberes, que, sobre todo por la razón principal que he expuesto, en mi criterio de especialista en derecho penal internacional carece de mérito, pues no abandona notablemente sus deberes el juez cuya opinión jurídica en la interpretación de criterios difiere otras, sin contravenir una regla jurídica.

Con esto quedo disponible para las preguntas que estimen del caso realizarme. Muchas gracias.
Para preguntas:

Otro asunto relevante en la acusación es que se les imputa a los Ministros el que su actuar habría llevado a la impunidad de las conductas. La impunidad equivale –de acuerdo a la Corte Interamericana de Derechos Humanos- a “[l]a falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables […]que […] propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”
.  Ella concurre cuando hay ausencia absoluta de castigo, pero razonablemente también puede hablarse de “impunidad” cuando el castigo es levísimo o abiertamente desproporcionado con la gravedad de la falta. 
Si se revisa el corpus de sentencias condenatoria por crímenes de lesa humanidad en Chile –que es comparativamente numeroso a nivel mundial – puede comprobarse que los magistrados acusados han contribuido de manera relevante a que Chile haya podido avanzar comparativamente más que muchos otros países en el cumplimiento de sus obligaciones de investigar, juzgar y castigar.  

En este caso, cabe tener presente que en todos los casos de los que trata la acusación estamos hablando de personas que al día de hoy, de acuerdo al derecho chileno están cumpliendo condena por los crímenes de lesa humanidad de los que son culpables. 
Se hace valer, como antecedente relevante para la acusación, que las personas habrían sido condenadas a penas irrisorias. Pues bien, sin entrar a examinar el mérito de esa aseveración, sí parece pertinente recalcar que lo que despierta disconformidad es la fijación de la pena en la sentencia condenatoria, más que las resoluciones que se presentan como antecedentes de esta acusación.

Así y todo, la confusión que en la acusación de denota entre la libertad condicional y la reducción de la pena –y que se mantiene en el proyecto de ley sobre el tema de agosto de este año- al invocar para la libertad condicional criterios, si bien es errada, no es descabellada, pues si bien jurídicamente en Chile la libertad condicional es una forma de cumplir la pena, podría establecerse una cierta relación de parentesco entre libertad condicional, remisión de la pena e indulto, pues se trata de instituciones que comparten el que –sin estar prohibidas respecto de crímenes contra el derecho internacional, si hay que estudiar con especial cuidado cuando se trata de esta clase de crímenes, pues se hay que cuidar de respetar ciertos parámetros, de modo que no supriman los efectos de la sentencia condenatoria.
 Esto por cierto, aparte de compartir una fenomenología física relevante: la persona condenada deja de estar físicamente en la cárcel.

Sobre remisión (condicional) de la pena son reglas relevantes las siguientes

· art 110 ER: 2/3 de la pena
· Estatuto tesl establecido 2000. Article 23 Pardon or commutation of sentences 
If, pursuant to the applicable law of the State in which the convicted person is imprisoned, he or she is eligible for pardon or commutation of sentence, the State concerned shall notify the Special Court accordingly. There shall only be pardon or commutation of sentence if the President of the Special Court, in consultation with the judges, so decides on the basis of the interests of justice and the general principles of law. 

· Estatuto del Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia dispone: “Art. 28. Indulto o conmutación de la pena. “Si conforme a la legislación aplicable del Estado en que la persona condenada está cumpliendo la pena de prisión, ésta tiene derecho a solicitar un indulto o la conmutación de la pena, el Estado interesado lo notificará al Tribunal Internacional.  El Presidente del Tribunal Internacional, previa consulta con los magistrados, decidirá la cuestión de conformidad con los intereses de la justicia y los principios generales del derecho”. (id art. 27 TPIR)

· Informe del Grupo de Trabajo de Naciones Unidas sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias (GTDFI) sobre Chile, datado el 29 de enero de 2013
. Su pfo. 32 señala que: “Varias de las personas condenadas por desapariciones forzadas han recibido beneficios y privilegios tales como la […] libertad condicional y/o reducción de pena antes del cumplimiento total de la condena original. Si bien el GTDFI considera que todas las personas condenadas por desaparición forzada tienen los mismos derechos de la población condenada en general, hay tres elementos indispensables que deben considerarse. Por un lado debe existir un debido control judicial de la concesión de cualquier tipo de beneficio. Además, debe considerarse la especial gravedad del delito al momento de evaluar la concesión de estos beneficios. Finalmente, debe existir un proceso transparente y que asegure la debida información pública acerca de los criterios utilizados para la concesión de estos beneficios y los motivos particulares de la concesión en cada caso concreto. […].

Sobre indulto, son reglas/antecedentes relevantes las siguientes:
· Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas Aprobada por la Asamblea General en su resolución 47/133 de 18 de diciembre 1992. Artículo 18 pfo. 2. En el ejercicio del derecho de gracia deberá tenerse en cuenta la extrema gravedad de los actos de desaparición forzada. 

· Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Barrios Alto y Caso la Cantuta Vs. Perú, resolución de supervisión de cumplimiento de sentencia de 30 de mayo de 2018. (pfo. 57), reproducido en p. 90 de la acusación. Tener presente que son criterios para indulto. “Por tratarse de graves violaciones a los derechos humanos y tomando en cuenta el desarrollo del Derecho Penal Internacional, resulta necesario que, además de la situación de salud del condenado, se tomen en cuenta otros factores o criterios tales como: que se haya cumplido una parte considerable de la pena privativa de libertad y se haya pagado la reparación civil impuesta en la condena; la conducta del condenado respecto al esclarecimiento de la verdad; el reconocimiento de la gravedad de los delitos perpetrados y su rehabilitación; y los efectos que su liberación anticipada tendría a nivel social y sobre las víctimas y sus familiares”. O sea: tampoco el indulto se prohíbe, sino que se entregan parámetros.
Sobre impunidad en general

Si revisamos la jurisprudencia de la Corte Interamericana en materia de impunidad, veremos que, más que contener prohibiciones, lo que nos dice es que el otorgamiento indebido de beneficios puede eventualmente conducir a una forma de impunidad. Los casos en los que la CorteIDH ha abordado el punto no han tratado sobre libertad condicional, sino sobre amnistías (Barrios Altos vs. Perú), falta de investigación y persecución (Benavides Ceballos vs. Ecuador), proceso sin diligencias útiles (Huilca Tecse vs. Perú), otorgamiento e beneficios en el cumplimiento de la pena sin arreglo al derecho interno (Benavides Ceballos con Ecuador), indulto (que no prohíbe, Barrios Altos y La Cantuta vs. Peru, supervisión de cumplimiento de sentencia), término anticipado de condena (Ángel del Rosario Vásquez Chumo, caso Gómez Paquiyauri vs. Perú, pero eso en el sistema peruano equivalió a dar por cumplida la pena), y beneficios de reducción de pena a personas que en el intertanto habían participado en un nuevo homicidio (Manuel Cepeda vs. Colombia) cuando hay penas involucradas (1/6, ¼ cumplidas)

Por cierto, los estándares del derecho internacional no son formales, sino materiales, pero contemplan un rango alto de deferencia la derecho interno de los Estados. Esto lo demuestra el hecho de que existe la posibilidad excepcional de que la jurisdicción penal internacional  esté facultada para conocer de un asunto. aunque haya habido una condena si se comprueba que hubo un actuar incompatible con la voluntad de someter a una persona a la justicia (art. 20 ER).

Parámetros para el castigo de CLH
Al derecho internacional no le es indiferente la entidad del castigo que reciban las personas encontradas culpables de crímenes de lesa humanidad. En el desarrollo actual del derecho penal internacional no se establecen marcos penales medianamente acotados, como sucede en muestro derecho interno, sino que el asunto queda entregado a la legislación estatal para los casos de aplicación del Derecho Penal Internacional por los Estados, con la sola limitante de aplicar penas que sean las que se aplican para delitos graves dentro de ese Estado. 
·  “efectivo”, “real”, “el correspondiente a delitos graves”.  Normativa/antecedentes:
· Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas: Aprobada por la Asamblea General en su resolución 47/133 de 18 de diciembre 1992. Artículo 4 pfo. 1. “Todo acto de desaparición forzada será considerado, de conformidad con el derecho penal, delito pasible de penas apropiadas que tengan en cuenta su extrema gravedad.” 
· Convención interamericana desaparición forzada: belem do para 94 ARTICULO III: “Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales, las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la desaparición forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad. […].”
· Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (2006)Artículo 7.1 “Los Estados Partes considerarán el delito de desaparición forzada punible con penas apropiadas, que tengan en cuenta su extrema gravedad”.
· Informe que Chile debía presentar en 2012 en virtud del artículo 29, párrafo 1, de la Convención  (doc UN e 6 feb 2018 CED/C/CHL/1, pfo 74: “Respecto a la sanción del delito de DF, el Estado chileno ha tomado nota de la obligación que pesa sobre los Estados de castigar la extrema gravedad del delito con penas apropiadas.”
· En el caso de Heliodoro Portugal v. Panamá, la CIDH afirmó que la regla de proporcionalidad requiere que "los Estados, en el ejercicio de su deber de persecución, impongan penas que verdaderamente contribuyan a prevenir la impunidad (...)". 

En efecto, es indignante, que haya tantos procesos en los que no se haya establecido responsabilidades e indemnizaciones integrales para las víctimas es indignante y también ha comprometido la responsabilidad internacional de Chile en los casos (2013 y 2015). En cambio, lo que no me parece adecuado y, en más, me parece injusto, es canalizar esa indignación en estos jueces, de la manera en la que se está haciendo, en lugar de emplearla en legislar para crear condiciones de posibilidad destinando los recursos necesarios para que esta titánica labor pueda ser llevado adelante en el tiempo acotado que tenemos como sociedad nacional para tomar la posibilidad histórica de haces justicia en esos casos.  Nos disparamos a los pies.
Künsemüller: le otorga la libertad por cumpli con los reqs objetivos del DL 321 + su edad + que ya no se divisa que puedan obtenerse fines de rehabilitación.

En estos procesos, algunos integrantes de salas han sostenido qu han de aplicarse os criterios del art. 110 ER, cuando en realidad es el 106 el que se refiere al cumplimiento de la pena. Hacerse cargo de la confusión, llevarlo listo
Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas Aprobada por la Asamblea General en su resolución 47/133 de 18 de diciembre 1992. 
Artículo 14 
Los presuntos autores de actos de desaparición forzada en un Estado, cuando las conclusiones de una investigación oficial lo justifiquen y a menos que hayan sido extraditados a otro Estado que ejerce su jurisdicción de conformidad con los convenios internacionales vigentes en la materia, deberán ser entregados a las autoridades civiles competentes del primer Estado a fin de ser procesados y juzgados. Los Estados deberán tomar las medidas jurídicas apropiadas que tengan a su disposición a fin de que todo presunto autor de un acto de desaparición forzada, que se encuentre bajo su jurisdicción o bajo su control, sea sometido a juicio. 
Convención interamericana desaparición forzada: belem do para 94

ARTICULO VI
Cuando un Estado Parte no conceda la extradición, someterá el caso a sus autoridades competentes como si el delito se hubiere cometido en el ámbito de su jurisdicción, para efectos de investigación y, cuando corresponda, de proceso penal, de conformidad con su legislación nacional. La decisión que adopten dichas autoridades será comunicada al Estado que haya solicitado la extradición.

Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (2006)

Artículo 11

1. 1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual se supone que ha cometido un delito de desaparición forzada, si no procede a su extradición, o a su entrega a otro Estado conforme a sus obligaciones internacionales, o a su transferencia a una instancia penal internacional cuya jurisdicción haya reconocido, someterá el caso a sus autoridades competentes para el ejercicio de la acción penal.
Importante: regla aut dedere: debe ser sometido a juicio: si n juzga ni extradita: incumple. Dif.: criterios
Pacto de San José, entre los derechos humanos que proclama y que los Estados signatarios se han obligado a cumplir, señala:



 “Art. 6.
Inciso 6.


 “6.
Las penas privativas de libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los condenados”.

****
Diputados lost…proyecto de 8 de agosto de 2018 (boletín 12010 de 2018) PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Fíjese el verdadero sentido y alcance del Decreto Ley N° 321 de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, en relación a las personas condenadas por los delitos previstos por la Ley N° 20.357, que tipifica los crímenes de lesa humanidad y genocidio y los delitos de guerra, como asimismo las personas condenadas por los hechos de que trata la referida Ley N° 20.357 cometidos con anterioridad a su promulgación entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990 que, en conformidad al Derecho Internacional, no resultan aplicables los criterios asociados a crímenes y simples delitos comunes, debiendo cumplirse, además, con las exigencias y factores referidos a la reducción de la pena establecidos en el Artículo 110 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, aprobado en la ciudad de Roma el 17 de julio de 1998, por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de dicha Corte, ratificado por Chile el año 2009, y a los factores establecidos en la Regla 223 de las Reglas de Procedimiento y Prueba de la referida Corte Penal Internacional.

Consejo: mejor: 
1) todos del Libro Segundo del Código Penal, que en conformidad al derecho internacional constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, cualquiera haya sido la denominación o clasificación que dichas conductas hubieren tenido al momento de su condena; o por alguno de los delitos tipificados en la ley N°20.357
2) ley modificatoria y ya
3) evitar referencia errada a 110 ER, se contradice con DL321 cuyo texto dece que es forma de cumplir la pena.
Ver criterios pena en convenio imprescriptibilidad  Resol ECOSOC NU 1074 D (XXXIX) de 28 de julio de 1965 y 1158 (XLI) de 5 de agosto de 1966
****
Los mencionados capítulos de acusación, según el libelo correspondiente, se rotulan, el primero,  como “DE LA RESPONSABILIDAD  CONSTITUCIONAL QUE CABE A LOS MINISTROS ACUSADOS, POR HABER FALTADO DE MANERA GRAVE O NOTABLE AL DEBER DE REALIZAR UN CONTROL DE CONVENCIONALIDAD AL MOMENTO DE RESOLVER UN CONJUNTO DE RECURSOS DE AMPARO, QUE FUERON INTERPUESTOS POR CONDENADOS POR DELITOS DE LESA HUMANIDAD, DEJANDO A ÉSTOS EN LIBERTAD CONDICIONAL”; y el segundo, referido a “LA RESPONSABILIDAD CONSTITUCIONAL QUE CABE A LOS  MINISTROS ACUSADOS POR HABER FALTADO DE MANERA GRAVE O NOTABLE A SUS DEBERES, AL HABER FACILITADO LA IMPUNIDAD DE LOS CRIMENES DE LESA HUMANIDAD”.

****
Si algo se puede rescatar de todo este proceso es que por primera vez después de bastante tiempo hay muestras públicas de mayor alcance de una indignación por que el Estado no está haciendo todo lo que podría hacer por la adecuada persecución y castigo de esos crímenes, que me parece saludable. Les entrega desde ya esta lista de asuntos a realizar, sin perjuicio de que haya más

· carencia de un plan nacional de búsqueda de personas desaparecidas, entre otros.

· Que no se aplique la media prescripción,

· Que la acción penal no prescribe ni la civil
· Presos enfermos/ancianos: todos, tb allí regmen deferenciado

· Que el TC deba dar preferencia 1ª) a fallo de acciones por estos casos y que las acciones que se presentan no tengan en general efectos suspendivos.

· se destinen más recursos a la persecución penal de estos casos tan complejos, y en los que el número de procesos, a pesar de ello, ha subido de manera tan importante en los últimos años, 

· recursos que permitan perseguir a los encubridores, pues el encubrimiento de CLH no prescribe, perseguir la responsabilidad penal de civiles involucrados, perseguir los casos de violencia sexual; 

· recursos a trabajar de manera profesional con la gran cantidad de información que, con distintas fuentes, está disponible: información establecida en sentencias, información en las fichas de colonia dignidad o en otras

· Victimas “no reconocidas” (revisar atribuciones Programa)
· Levanten el secreto de comisión Valech, cámbienlo por reserva.
*****
Observaciones del cat de 10 agosto 2018

La mayoría de los informes insta a modificar legislación ¿y uds lo hacen?

Cifras “oficiales” a cat: 1287 causas abiertas, de esas 212 por desaparición forzada.

45. El Comité insta al Estado a que continúe el enjuiciamiento de causas relativas a violaciones de derechos humanos ocurridas durante la dictadura, y a garantizar que los autores de estos crímenes sean condenados conforme a la gravedad de sus actos, velando por el cumplimiento efectivo de las penas que les sean impuestas. El Estado parte debe también intensificar sus esfuerzos para recopilar sistemáticamente datos relativos a los progresos realizados para esclarecer los casos de tortura y otras graves violaciones de derechos humanos cometidas durante la dictadura, incluidas aquellas ocurridas en el marco de la Operación Cóndor. 
49. El Comité reitera la recomendación formulada en sus anteriores observaciones finales (véase CAT/C/CHL/CO/5, párr. 19) en la que se instaba al Estado parte a derogar las disposiciones de la Ley núm. 19.992 por las que se establece el secreto durante 50 años de los documentos, testimonios y antecedentes presentados por víctimas de tortura y otras violaciones graves de derechos humanos ocurridas durante la dictadura ante la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura. 
En caso mahotiere: 
1) en informe del presidente de la comisión de libertad condicional, tomás Gray, reproduce los considerandos de la resolución que deniega el beneficio. En el primero se señala que se está en lahipótesis del art. 3 del DL 321, lo que hace facultativo otorgar la lib condiconal. Yo: si, es caso de homicidio
respecto de él no se resolvió lib condicional.

Pero en casos de secuestro calificado se reprodúcelos mismo, y o viene al caso. Distinto sería si se dice que por chl se va a aplicar régimen de delitos graves…. 
Para media prescripción: votos disidentes (a favor de la media prescripción) de los Ministros Rubén Ballesteros Cárcamo y Nibaldo Segura Peña 
****
Integrantes comisión:
· Leonardo Soto PS abogado. Uchile
· Carolina Marzan, PPD actriz Uchile

· Esteban Velásquez (FRVS), profesor y orientador
· Natalia Castillo (RD), abogada uchile
· UDI Renzo Trisotti, abodado udp
Zonas donde hubo detenidos desaparecidos.

Explicar aplicación directa e indirecta DPI?

No señalando las referidas sentencias ningún criterio mensurable para diferenciar el plazo de cumplimiento de la pena que no significa impunidad de aquél que sí podrían calificarse de lenidad o dispensa de pena, al menos dos criterios parece razonable tener en cuenta:


(1)
Que para conceder un indulto o remisión de la pena, que es más liberatorio que una libertad condicional, el Estatuto de Roma exige haber cumplido dos tercios de la pena (art. 110). ¿Qué porcentaje de la pena cumplieron los beneficiados con la libertad condicional que ha sido materia de la presente acusación?:



Gamaliel Soto, 54%.



Pérez Santillán, 58%.



Quintanilla, Portillo y Felipe González, 57%

de las 9 condenas que tiene Chile ante la CorteIDH, 3 son especialmente relevantes:

· 2006: almonacid arellano y otros vs. Chile, donde los principales hallazgos fueron
la ejecución de Almonacid fue un CLH

· Chile con Estado territorial debe investigarlo y juzgarlo, independientemente de su regimen jurídico interno (DL de amnistía “carece de efectos jurídicos”).

· La jurisdicción militar solo ha de ejercerse para la protección de bienes jurídicos militares (modificación legal 2010 establece básicamente eso)

2013: García Lucero: detenido, incomunicado y torturado. Aquí, los hallazgos que destacaría son la falta de Chile en investigar y sancionar los delitos, y una falta de reparacón integral para las víctimas. 

· no basta con las reparaciones genéricas de la Comisión Valech, para la reparación integral es necesario establecer los hechos, el perjuicio y la reparación en un proceso.

2015: Maldonado Vargas

Este es un caso vinculado a los condenados en Consejos de Guerra. Se establece que el Estado debe prever mecanismos para revisar las sentencias dictadas en consejos de guerra durante la dictadura.

Asimismo, se señala que el Estado debe investigar y sanciona en plazos razonables, ya qe el caso parte por la alegación de que han pasado 12 años desde que el Estado tomó conocimiento del delito sin que esté complete su investigación y persecución.

++
Así y todo, es cierto que n estos asuntos , en tanto que, para casos de aplicación por la Corte Penal internacional el marco penal abstracto es amplio. Consiste en “un número de años que no excedan los 30”, vale decir, de 2 a 30 como regla general.

Comunicado de prensa CIDH 17 agosto: Al respecto, la CIDH pondera que, si bien aún en casos de graves violaciones a los derechos humanos el derecho internacional admite que ciertas circunstancias puedan generar una reducción de la pena, como por ejemplo la colaboración efectiva con la justicia mediante información que permita el esclarecimiento del crimen, de acuerdo con los estándares del sistema interamericano de derechos humanos, tales circunstancias requieren un análisis y requisitos más exigentes en función del bien jurídico afectado, la gravedad de los hechos,  y la obligación que tienen los Estados de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de crímenes de lesa humanidad. Por consiguiente, la obligación internacional de sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos humanos no puede verse afectada indebidamente o volverse ilusoria durante la ejecución de la sentencia que impuso la sanción, en apego al principio de proporcionalidad.

Asimismo, la Corte Interamericana recientemente ha señalado que al contemplarse una medida que afecte el cumplimiento de la pena por delitos de graves violaciones a los derechos humanos, se requiere realizar una ponderación respecto de la afectación que ocasione a los derechos de las víctimas y sus familiares, en consideración de los estándares de derecho internacional, tales como: que se haya cumplido una parte considerable de la pena privativa de libertad y se haya pagado la reparación civil impuesta en la condena; la conducta del condenado respecto al esclarecimiento de la verdad; el reconocimiento de la gravedad de los delitos perpetrados y su rehabilitación; y los efectos que su liberación anticipada tendría a nivel social y sobre las víctimas y sus familiares.

Por último, el sistema interamericano de derechos humanos ha advertido que la aplicación de medidas que le resten sentido o eficacia a las penas impuestas en dichos tipos de crímenes, pueden llevar a la impunidad de conductas que los Estados están obligados a prevenir, erradicar y sancionar. Para graves violaciones a los derechos humanos los Estados deben, por tanto, asegurar el cumplimiento efectivo de la sanción que adopten los tribunales internos, considerando que la imposición de las penas debe contribuir verdaderamente a prevenir la impunidad como mecanismo que impida la repetición de los ilícitos. Asimismo, la Comisión observa que la ejecución de la sentencia es parte integrante del derecho de acceso a la justicia de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y sus familiares.

La Comisión reitera que los delitos de lesa humanidad tienen una serie de características diferenciadas del resto de los delitos por los fines y objetivos que persiguen, entre ellas el concepto de la humanidad como víctima y su función de garantía de no repetición de atentados contra la democracia y de atrocidades inolvidables. “El Estado chileno tiene la obligación internacional de no dejar impunes estos tipos de crímenes y asegurar la proporcionalidad de la pena, absteniéndose de aplicar beneficios típicos de crímenes menos graves que puedan desvirtuar los efectos de las sentencias condenatorias para los crímenes de lesa-humanidad”, señaló el Comisionado Luis Ernesto Vargas, Relator para Chile. (YO. Tb criterios)

(1)
Caso “Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú” (2004).  Se dice, según el único párrafo transcrito en la acusación, que el Tribunal no entrará a analizar los beneficios carcelarios otorgados a ANTEZANO y VASQUEZ, pero considera que el Estado deberá ponderar la aplicación de estos beneficios cuando se trate de la comisión de violaciones graves de derechos humanos, como en el presente caso, pues su otorgamiento indebido puede eventualmente conducir a una forma de impunidad…”.


(2)
Caso “Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia” (2010).  Sostiene el fallo que la Corte, en caso de graves violaciones de los derechos humanos, puede entrar a analizar la proporcionalidad entre tales violaciones de derechos y la respuesta del Estado.  Considera que los Estados deben asegurar que las penas impuestas y su ejecución no se constituyan en factores de impunidad, tomando en cuenta varios aspectos, como las características del delito y la participación y culpabilidad del acusado...  El otorgamiento indebido de estos beneficios puede eventualmente conducir a una forma de impunidad, particularmente cuando se trate de la comisión de violaciones graves de derechos humanos...



Cabe señalar que en este caso los condenados lo fueron inicialmente a una pena de 43 años de prisión efectiva, la que posteriormente les fue reducida a 26 años y fracción, para terminar cumpliendo 11 años uno y 12 años otro.



(3)
Caso “Barrios Altos vs. Perú” (2012).  La acusación transcribe un solo párrafo, muy semejante al citado precedentemente “Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú”:  los Estados deben asegurar, en el ejercicio de su poder de persecución de esas graves violaciones, que las penas impuestas no se constituyan en factores de impunidad, tomando en cuenta varios aspectos...  Del mismo modo, el otorgamiento indebido de beneficios en la ejecución de la pena puede eventualmente conducir a una forma de impunidad: particularmente cuando se trate de graves violaciones, a los derechos humanos.

Que en ninguna parte sostiene la Corte en los fallos transcritos que en el caso de condenados por delitos contra los derechos humanos no proceda la concesión de beneficios carcelarios, sino que al revés, admite su procedencia.

� “El encarcelamiento se llevará a cabo de conformidad con la legislación aplicable del Estado de cumplimiento […]”.


� Article 22 Enforcement of sentences […] 2. Conditions of imprisonment, whether in Sierra Leone or in a third State, shall be governed by the law of the State of enforcement subject to the supervision of the Special Court […].


� Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955 y aprobadas por el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas en sus resoluciones 663, de 31 de julio de 1957 y 2976 de 13 de mayo de 1977: “Regla 60.	(1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las diferencias que puedan existir entre la vida en prisión y la vida libre, en cuanto éstas contribuyan a debilitar el sentido de responsabilidad del recluso o el respeto a la dignidad de su persona. (2) Es conveniente que, antes del término de ejecución de una pena o medida, se adopten los medios necesarios para asegurar al recluso un retorno progresivo a la vida en sociedad.  Este propósito puede alcanzarse, según los casos, con un régimen preparatorio para la liberación, organizado dentro del mismo establecimiento o en otra institución apropiada, o mediante una liberación condicional, bajo una vigilancia que no deberá ser confiada a la policía, sino que comprenderá una asistencia social eficaz”.


� Documento de Naciones Unidas A/HRC/22/45/Add.1.


� Caso Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, Sentencia de 08 de julio 2004, párr. 148, con abundantes referencias de sentencias en el mismo sentido.


� Esto último sería un límite a considerar. Por impunidad no sólo se debe entender la ausencia de una sentencia condenatoria, también existe impunidad cuando se eliminan las consecuencias penales del veredicto, cuando los responsables son beneficiados con la “inefectividad de la sanción” (Corte IDH, Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No 134, párr. 296.); “el Estado deberá abstenerse de recurrir a […] medidas que pretendan impedir la persecución penal o suprimir los efectos de la sentencia condenatoria”. (Corte IDH, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No 110, párr. 232.)  


� Documento de Naciones Unidas A/HRC/22/45/Add.1.
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